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Referencia: Adición al Concepto Unificado No. 0106 del 19 de agosto de 2022 - Obligación
de facturar y Sistema de Factura Electrónica.
 
Cordial saludo.
 
De conformidad con el artículo 56 del Decreto 1742 de 2020, en concordancia con el
artículo 7 y 7-1 de la Resolución No. 000091 de 2021, se expide el presente
pronunciamiento mediante el cual se efectúa una adición al Concepto Unificado No. 0106
del 19 de agosto de 2022 - Obligación de facturar y Sistema de Factura Electrónica, en
torno a la exigencia de requisitos adicionales a los contemplados en las normas legales y
reglamentarias para la entrega de la factura al adquirente de bienes y/o servicios.
 
Atentamente,
 
 
INGRID CASTAÑEDA CEPEDA
Subdirectora de Normativa y Doctrina (A)
Dirección de Gestión Jurídica
U.A.E. Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales – DIAN
 
 

Adición al Concepto Unificado No. 0106 del 19 de Agosto de 2022 - Obligación de
Facturar y Sistema de Factura Electrónica

 
De conformidad con el artículo 56 del Decreto 1742 de 2020, se avoca conocimiento para
realizar la siguiente adición al Concepto Unificado sobre Obligación de facturar y Sistema de
Factura Electrónica:
 

I. Se requiere adicionar al 1.1.1. “Descriptor: Naturaleza Jurídica de la Obligación de
Facturar ¿Cuáles Operaciones se deben Facturar?, el numeral 1.1.1.2., así:
 
1.1.1.2. ¿La enajenación voluntaria por motivos de utilidad pública debe facturarse?
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Respecto de la obligación de expedir factura de venta, esta Subdirección en el Descriptor
1.1.1. de este concepto, señaló:
 
“(…)
 
Así mismo, los sujetos no obligados a facturar, están dispuestos taxativamente en los
artículos 616-2 del Estatuto Tributario,1.6.1.4.3. del Decreto 1625 de 2016 y 7 de la
Resolución DIAN 000042 de 2020. Por ende, todas las personas que vendan bienes o
presten servicios que no se encuentren exceptuadas por las normas mencionadas,
tendrán la obligación de expedir factura o documento equivalente.”. (Resaltado
fuera de texto)
 

Frente a la definición de venta, el literal a) del artículo 421 del Estatuto Tributario dispone
que se considera venta “Todos los actos que impliquen la transferencia del dominio a
título gratuito u oneroso de bienes corporales muebles e inmuebles, y de los activos
intangibles descritos en el literal b) del artículo 420, independientemente de la designación
que se dé a los contratos o negociaciones que originen esa transferencia y de las
condiciones pactadas por las partes, sea que se realicen a nombre propio, por cuenta de
terceros a nombre propio, o por cuenta y a nombre de terceros.”. (Resaltado fuera de texto)
 
Por otro lado, el artículo 59 de la Ley 388 de 19971, establece que las entidades territoriales
pueden adquirir por enajenación voluntaria o decretar la expropiación de inmuebles para
desarrollar las actividades previstas en el artículo 10 de la Ley 9ª de 1989.
 
Respecto de la figura de la enajenación voluntaria, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y
Territorio, en el Concepto 2020EE0021367 del 24 de marzo de 2020, expresó:
 

“Seguidamente los artículos 61 y 62 de la Ley 388 de 1997, establecen el procedimiento
de enajenación voluntaria, que inicia con la oferta de compraventa (precio de adquisición,
formas de pago, comunicación del acto de oferta, de compra, etc.) y que de no lograrse
culmina con la expropiación judicial del inmueble (resolución de expropiación, recurso,
solicitud al juez de entrega anticipada del inmueble, concurrencia de terceros en el
proceso judicial, demanda, etc.)
 
Respecto del proceso de adquisición de bienes por parte del Estado, la Corte
Constitucional en Sentencia C-750/157 reproduce lo señalado en la Sentencia C-1074 de
2002, destacando que este proceso se compone de tres etapas, en los siguientes
términos:
“(...)
 
Luego, el proceso continúa con una etapa de enajenación voluntaria o negociación
directa con el privado, en la cual el Estado y el particular fijarán las condiciones del
contrato de compraventa. En ese período, las partes pueden modificar el precio señalado
en la oferta. Si el proceso de enajenación voluntaria resulta exitoso, se pasa a la etapa de
transferencia del bien y de pago del precio acordado. En ese momento, el negocio se
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perfecciona con un contrato de compraventa o de promesa. Por el contrario, si el trámite
de negociación fracasa, empieza la etapa expropiatoria propiamente dicha

 
Así las cosas, la enajenación voluntaria se constituye en una de las etapas de adquisición
de bienes para desarrollar proyectos, programas u obras de utilidad pública, en virtud de la
cual se produce la transferencia del dominio del inmueble objeto de negociación.
 
En este sentido, independientemente de los motivos de utilidad pública que hayan generado
la enajenación voluntaria de predios, dicha operación se constituye en una venta, y por esta
razón, si los vendedores de estos inmuebles no se encuentran dentro de los sujetos
exceptuados del deber de facturar consagrados en el artículo 1.6.1.4.3. del Decreto 1625 de
2016, se encuentran en la obligación de expedir factura electrónica de venta.
 
En los anteriores términos se adiciona el Concepto Unificado No. 0106 del 19 de agosto de
2022 - Obligación de facturar y Sistema de Factura Electrónica.
 
Atentamente,
 
 
INGRID CASTAÑEDA CEPEDA
Subdirectora de Normativa y Doctrina (A)
Dirección de Gestión Jurídica
U.A.E. Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales – DIAN
 

Notas al pie

1. ↑ Además de lo dispuesto en otras leyes vigentes, la Nación, las entidades
territoriales, las áreas metropolitanas y asociaciones de municipios podrán adquirir
por enajenación voluntaria o decretar la expropiación de inmuebles para
desarrollar las actividades previstas en el artículo 10 de la Ley 9ª de 1989. Los
establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del Estado y
las sociedades de economía mixta asimiladas a las anteriores, de los órdenes
nacional, departamental y municipal, que estén expresamente facultadas por sus
propios estatutos para desarrollar alguna o algunas de las actividades previstas en
el artículo 10 de dicha ley, también podrán adquirir o decretar la expropiación de
inmuebles para el desarrollo de dichas actividades.”


